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1. EL PAPEL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN LAS SOCIE-
DADES DEMOCRÁTICAS

La Administración y los poderes públicos son el instrumento de coordi-
nación y control de la actividad social en aras de la obtención de un bien co-
lectivo. Para ello, la propia sociedad se dota de un conjunto de instituciones y
organizaciones (Baena, 1999).

La Administración pública presta servicio a la sociedad y es ésta su verda-
dera razón de ser, es decir atender los intereses y derechos de los ciudadanos
y los diferentes grupos que la componen, buscando asimismo el equilibrio de
todos ellos, compatible con los principios de legalidad, eficacia y eficiencia.
Como consecuencia, la organización pública debe orientar sus procesos a sa-
tisfacer las necesidades y expectativas de los ciudadanos (tanto las presentes
como las futuras –expectativas latentes–).

Dicho enfoque de Administración con sensibilidad pública y orientada al
ciudadano, implica la consideración de éste como razón de ser de aquella, y
mucho más que un “cliente” repleto de derechos y árbitro de la calidad del
servicio.

El ciudadano, en el marco de un interés colectivo, es el principio y
el fin de toda la actividad Administrativa y debe ser considerado en sus
múltiples vertientes: como demandante, potencial destinatario o recep-
tor de dichos servicios y como contribuyente a la financiación de los ser-
vicios públicos. El ciudadano es así un sujeto (activo o pasivo) repleto de
derechos individuales, compatibles con los colectivos y generales de toda
la sociedad.
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De esta forma, la gestión pública debe orientarse a ofrecer un servicio de
calidad al ciudadano, a cumplir sus necesidades y expectativas presentes y pre-
ver las potenciales o latentes que pudieran surgir en el futuro. Dicha orienta-
ción debe buscar el equilibrio de intereses de todos los grupos que integran la
sociedad, buscando la optimización de su función de servicio público y dise-
ñando sus procesos con tal objetivo.

En la consecución de dichos objetivos sociales, la sociedad otorga a la Ad-
ministración pública la potestad de ejercer un poder coercitivo sobre sus
miembros, que para Mendoza (1990) supone las siguientes implicaciones:

La Administración pública desempeña una serie de funciones que no le
son propias como organización, en la medida en que constituyen nece-
sidades públicas definidas por la Constitución, las leyes y el proceso po-
lítico.

Las Administraciones públicas son poderes públicos, que ejercen la auto-
ridad conferida por la sociedad a través de políticas públicas y la creación
y administración de regulaciones.

El poder de la Administración pública es un poder limitado, encontrán-
dose sometidas al principio de legalidad, principio éste aplicable tanto al
alcance del poder coercitivo otorgado por la sociedad como al ámbito de
su actuación, estrictamente en aquellos aspectos de interés público.

Existen dos fuentes de legitimación en el seno de la Administración pú-
blica: la legitimidad del Gobierno por parte del parlamento elegido por
los ciudadanos, y la legitimidad de la Administración, como instrumento
profesional al servicio de un programa de gobierno, basada esta última en
el principio constitucional del mérito.

La profesionalización de la Administración y de los servidores públicos,
conlleva la instauración legal de una burocracia con suficientes garantías de
independencia de juicio y de acción al servicio de la defensa de los valores su-
periores del ordenamiento jurídico. Entre dichas garantías resulta fundamen-
tal la permanencia en el empleo y el acceso basado en la selección en función
de los méritos y capacidades.

Dicha profesionalización tiene las siguientes implicaciones (Barcelay, 1992;
Garrido Falla, 1985; Goodnow, 1900; Rohr, 1986; Villoria, 1996):
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1. La Administración y la burocracia tiene su principal razón de ser en
el sostenimiento y preservación de los principios constitucionales
de las democracias.

2. La Administración debe ejecutar imparcialmente la ley. La gestión
pública realizada por la esfera de la Administración debe aceptar la
politización del marco en el que se desarrolla, y por tanto la buro-
cracia debe ocupa un papel subordinado, pero autónomo, con res-
pecto a otras instituciones democráticas y procesos de la esfera po-
lítica. Los empleados públicos se centran en la ejecución y sus valo-
res fundamentales son la jerarquía, eficiencia, imparcialidad y la
búsqueda de la verdad.

3. A pesar de dicha relación de subordinación autónoma, los funcio-
narios tienen el derecho legítimo y el deber, amparado por la cons-
titución, de controlar el poder de los líderes políticos electos.

4. La Administración, aunque no es electa, tiene una labor de repre-
sentación de la sociedad. Labor ésta que debe ejercer a través de su
constante participación en los procesos de toma de decisiones, así
como en el ejercicio de su obligación de asegurar que en las opcio-
nes de políticas se produce una razonada deliberación por parte de
todos los implicados.

5. Dado que la Administración no sólo ejerce labores administrativas,
sino que también, de forma delegada y subordinada, poderes cua-
silegislativos y cuasijudiciales, es fundamental garantizar su perma-
nencia y estabilidad en aras a garantizar la imparcialidad en la apli-
cación de las leyes.

6. La gestión pública debe mantener un funcionamiento eficaz y efi-
ciente del apartado administrativo, pero, además, debe poner énfa-
sis en la calidad del servicio y la capacidad de aportación de valor al
ciudadano-cliente, a la vez que la necesaria objetividad e imparcia-
lidad independientemente de partidos y políticas concretas.

Puesto que la capacidad de actuación de la Administración es limitada en
lo que a recursos se refiere, no todas las necesidades sociales se convierten en
problemas públicos cuya solución es afrontada por el Gobierno (Subirats,
1989). Así, la definición de cuáles son los problemas públicos a solucionar se
convierte en un escenario de conflicto en el que compiten los distintos grupos
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de interés, tanto sociales como públicos, para la fijación de las prioridades de
actuación públicas (Meny y Thoening, 1992).

2. PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN Y VALORES EN LA ADMINIS-
TRACIÓN PÚBLICA

Un buen gobierno a priori, deberá reunir dos premisas: su elección de-
mocrática, tras haber concurrido con un programa, cuyos contenidos han si-
do comunicados a la ciudadanía y, en segundo lugar, será aquel que lo ejecu-
ta de forma eficaz, eficiente y responsable (Villoria, 1996; Camps, 1997).

Como consecuencia, las características fundamentales que deben definir un
buen gobierno serían: su elección de forma democrática, como consecuencia de la
transmisión honesta a la sociedad de sus objetivos de gobierno y valores sociales, el
acatar y respetar de forma fiel la Constitución y las leyes y el gestionar o ejecutar de
forma eficaz, eficiente y responsable su programa. Según el Artículo 103 de la Cons-
titución Española, “La Administración Pública sirve con objetividad los intereses
generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentrali-
zación, desconcentración y coordinación con sometimiento pleno a la Ley y el De-
recho”. Por su parte, el artículo 10.1 CE dispone “La dignidad de la persona, los de-
rechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el
respeto a la ley y los derechos de los demás son el fundamento del orden político y
de la paz social”.

Por su parte, la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú-
blicas y de Procedimiento Administrativo Común, recoge en su artículo 3 que:

1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses
generales y actúan de acuerdo con los principios de eficacia, jerar-
quía, descentralización, desconcentración y coordinación, con so-
metimiento pleno a la Constitución, a la Ley y al Derecho.
Igualmente, deberán respetar en su actuación los principios de bue-
na fe y de confianza legítima.

2. Las Administraciones Públicas, en sus relaciones, se rigen por el
principio de cooperación y colaboración, y en su actuación por los
criterios de eficiencia y servicio a los ciudadanos.

3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de go-
bierno de las Comunidades Autónomas y de los correspondientes de
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las Entidades que integran la Administración Local, la actuación de la
Administración Pública respectiva se desarrolla para alcanzar los ob-
jetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

4. Cada una de las Administraciones Públicas actúa para el cumpli-
miento de sus fines con personalidad jurídica única.

5. En sus relaciones con los ciudadanos las Administraciones Públicas
actúan de conformidad con los principios de transparencia y de
participación.

A partir de lo recogido en la Constitución Española, en la antes citada
Ley 4/1999, de 13 de enero, y de las propuestas de López y Gadea (1995),
Mendoza (1993), OCDE (1996), Ramió (1999), se podrían establecer los
principios básicos de la actuación de la Administración Pública en los si-
guientes:

1. Sensibilidad pública y orientación de servicio al ciudadano. Para
ello, la Administración deberá, entre otras cosas, garantizar la
participación y ser representantes del interés público, promo-
viendo cauces continuos de encuentro y participación, junto a
un adecuado ejercicio crítico de la racionalidad, que huya de
dogmatismos.

2. Legalidad y efectividad en el cumplimiento de los derechos de
los ciudadanos. Así mismo, en su caso, deberá aplicarse discre-
cionalidad en el uso del poder otorgado por la sociedad en de-
terminados ámbitos de su actuación.

3. Objetividad o igualdad de trato a todos los ciudadanos, inde-
pendientemente del sexo, edad, raza, ideología, nivel económi-
co, status social o localización geográfica y que garantice la de-
fensa del interés general frente a los intereses particulares.

4. Jerarquía o subordinación, guardando autonomía, de la Admi-
nistración con respecto a otras instituciones democráticas y pro-
cesos de la esfera política, en el interés común de la sociedad.

5. Lealtad institucional de los miembros que integran la Adminis-
tración Pública y de sus líderes políticos.
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6. Accesibilidad espacial y temporal. La Administración debe ga-
rantizar la misma calidad de los servicios con independencia de
la ubicación geográfica de los ciudadanos y en el momento en
que es requerida. Para ello, aplicará los principios de desconcen-
tración y descentralización, sin menoscabo del principio de je-
rarquía.

7. Equidad o preocupación activa por la consecución de un reequi-
librio en la distribución de la riqueza entre los diferentes grupos
sociales. Es éste un principio fundamental, ya que el objetivo de
la prestación de servicios públicos es la consecución de una “So-
ciedad del bienestar”. Se deberá prestar especial incidencia a los
colectivos más débiles, desprotegidos y “sin voz” o participación.

8. Eficacia o maximización en la consecución de los objetivos plan-
teados y Competencia. Pero, no ha de limitarse a buscar la mejor
manera de hacer las cosas, sino que ha de actuar para reconciliar
la gran diversidad de intereses sociales antagónicos (Subirats,
1989).

9. Eficiencia o maximización de los resultados alcanzados por la or-
ganización con relación a los recursos invertidos en su consecu-
ción.

10. Economía o uso racional de los recursos públicos.

11. Cooperación, coordinación y conectividad entre políticas, dife-
rentes instituciones, Administraciones y territorios, que permita
la cooperación y coordinación con las otras Administraciones
Públicas, superando las fracturas competenciales entre adminis-
traciones y la eliminación de zonas de sombra entre unidades de
la misma organización, así como duplicidades e interferencias
competenciales (OCSP, 2004). Para ello, deberán ponderar, en
el ejercicio de las competencias propias, la totalidad de los inte-
reses públicos implicados y, en concreto, aquellos cuya gestión
esté encomendada a las otras Administraciones.

12. Legitimidad por sus actuaciones y efectos; transparencia en la
gestión, veracidad en la información aportada y sometimiento al
control de la sociedad que exige a sus directivos resultados y co-
mo consecuencia, responsabilidad pública.
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13. Diálogo, participación y consenso con los Agentes clave en la ela-
boración de las políticas públicas y en la mejora continua del ser-
vicio, dando el protagonismo a los objetivos colectivos y no a las
organizaciones.

De forma general, podemos resumir las esferas para el diálogo, partici-
pación y consenso de una organización pública en las siguientes:

I. Zona de influencia interna a la organización.

II. Zona de influencia de la sociedad y su entorno.

Figura 1. Modelo de Relación de grupos de interés en la Administración Pública

Ética del Servicio Público: una reflexión desde el papel del liderazgo

305

III. Zona de influencia de los órganos de control de la actividad de la Ad-
ministración (parte es interna y parte es externa).

IV. Zona de influencia de otras Administraciones: “Aguas arriba”, del
“mismo nivel” y “aguas abajo”, entendidas como un continuum, que
integra a organizaciones pertenecientes a:

Fuente: Martín Castilla, 2005
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a. Organismos y Administraciones internacionales y supranacionales.

b. Administración General del Estado.

c. Administraciones Autonómicas.

d. Administraciones Locales.

e. Otras formas derivadas.

V. El Parlamento, principal órgano de expresión de la voluntad democrá-
tica popular y de control a la actividad del Gobierno correspondiente.

VI. Órganos consultivos (internos, externos y mixtos).

VII. Aliados y proveedores

VIII.Otras organizaciones.

14. Ética y responsabilidad social. El carácter ético de la organización
constituye la mejor lente para poder interpretar óptimamente y en su
verdadera dimensión la realidad de la organización, siendo un po-
tentísimo enfoque que permite a ésta ser consciente del efecto que
sus acciones provocan o pueden provocar sobre las personas en sus
diferentes niveles: clientes (internos y externos) o sociedad en su con-
junto. Para dichas organizaciones orientadas hacia la excelencia, la
ética, al igual que el lenguaje, constituye la arquitectura o plataforma
que articula los procesos lógicos de razonamiento y de decisión.

Como consecuencia de lo expresado anteriormente, frente al ámbito pri-
vado, la especificidad de la Administración Pública hace que ésta deba de es-
coger continuamente medios y fines al mismo tiempo, en la prestación de ser-
vicio a la ciudadanía. El escenario complejo y diverso y los grandes retos que
afronta la Administración Pública determinan la necesidad de disponer de
una serie de cualidades y capacidades especiales en los directivos públicos.

3. ÉTICA DEL LIDERAZGO EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Podemos hablar de la existencia de dos esferas en la Administración pú-
blica: la esfera o estamento político y el profesional o de la Administración que
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deben funcionar como dos engranajes perfectamente sincronizados. El co-
rrecto funcionamiento y sostenibilidad de una Administración democrática al
servicio de los ciudadanos exige la independencia y profesionalización de ésta.

La diferenciación entre política y administración y sus ámbitos de actua-
ción implica la existencia de dos tipos de agentes y, por tanto dos tipos de li-
derazgo: los políticos y los profesionales de la Administración.

Los líderes o directivos públicos (tanto políticos como administrativos)
deberán serlo en razón de su capacidad técnica, así como por su especial con-
cienciación e implicación por el servicio público y la búsqueda del bienestar
social. También, en razón a sus valores y concepción ética del cargo público,
responsabilidad, honestidad, integridad, compromiso ético. De esta forma,
deberán integrar en su gestión aspectos tales como calidad del servicio, ética
en su comportamiento y en sus relación con todos los agentes (las personas,
los ciudadanos/usuarios, responsables políticos, grupos políticos, proveedo-
res, aliados, otras organizaciones, etc.), respeto a la legalidad y los derechos
humanos, búsqueda continua del bienestar social y la defensa de los más ne-
cesitados, concienciación por la defensa del medio ambiente, la prevención
de los riesgos laborales, etc.

Los directivos públicos deben poseer una concepción ética de su cargo,
evaluar, ser conscientes de la trascendencia y ser responsables ante los posi-
bles impactos o repercusiones de la actividad de la organización y de sus pro-
pios actos y decisiones sobre todos los posibles agentes clave.

Asimismo, los directivos públicos deberán transmitir y promover entre el
personal el espíritu de servicio público a la sociedad y la orientación al ciuda-
dano como valor fundamental de su trabajo y razón de ser de la organización.

En otro orden de cosas, deberán prestar especial hincapié en la bús-
queda del bienestar de las personas que integran la organización, desem-
peñando un papel de impulsores de los valores éticos y la responsabilidad
social de la organización. De esta forma, deberá existir coherencia entre
lo que se hace y lo que se dice por parte de la dirección, que deberá so-
meterse a control y rendir cuentas a la sociedad por sus actuaciones. 

Ética del Servicio Público: una reflexión desde el papel del liderazgo
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Figura 2. Dimensiones básicas del liderazgo en la Administración Pública
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Resulta también fundamental la adopción, desarrollo e impulso, por par-
te de los directivos, de unos valores éticos consensuados, congruentes con los
principios de actuación de la Administración pública, en los que se funda-
mente la cultura de la organización y piedra angular de la misión, visión y es-
trategia de la misma.

El equipo directivo deberá ser el motor de la cultura de la excelencia,
según su ámbito competencial, estableciendo una cultura de calidad y
siendo los principales difusores y formadores de la misma. Asimismo, de-
berá transmitir al personal su compromiso con el proyecto de calidad.

Por otra parte, deberá primarse los intereses de la organización y sus
personas frente a los particulares, y exigir al resto directivos y miembros de
ésta unos valores y principios éticos en su comportamiento y relaciones con
los ciudadanos, sociedad y resto de agentes clave. Además, se promoverán y
asegurará la responsabilidad y la transparencia interna y externa en la ges-
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tión pública y la buena reputación de la organización pública, sometiéndo-
se a los controles correspondientes, tanto en el ámbito político como ad-
ministrativo.

No debemos olvidar la gran importancia del desarrollo de una democra-
cia participativa, creando los espacios necesarios de participación ciudadana,
buscando el refrendo y consenso continuo de los diferentes agentes clave (en
especial la diversidad de colectivos, y en su caso, representantes de los mis-
mos). Y ello, a la hora tanto de diseñar las políticas, planes, programas, etc.,
como de implementarlos de forma adaptativa, recogiendo la pluralidad de
sensibilidades e intereses reflejo de la riqueza de la sociedad democrática, e
incluso asumiendo la crítica. Dicha involucración y receptividad a las inquie-
tudes de la sociedad será extensible tanto a los directivos políticos como de la
Administración.

Otro aspecto fundamental en el liderazgo público, es el desarrollo de una
cultura de mejora continua basada en la búsqueda de la innovación y el estí-
mulo del cambio orientado a la adaptación en todo momento a las necesida-
des de la sociedad y a los escenarios de evolución y oportunidades que ésta
plantea. Para ello es clave el aprovechamiento del capital intelectual y la ópti-
ma gestión del las diferentes fuentes de conocimiento.

Con respecto a la gestión de las relaciones con el personal, deberá primar
la transparencia y la accesibilidad, y la definición y comunicación de forma cla-
ra de los objetivos individuales, en el marco de los objetivos globales de la orga-
nización, exigiendo responsabilidades en relación con los resultados alcanzado
en función de dichos objetivos. También, se deberá buscar la consecución del
bienestar del personal, su realización profesional y personal dentro de la orga-
nización, compatible con los propios objetivos de la organización. Para ello, re-
sultará fundamental la promoción y desarrollo de los valores y principios de la
organización al servicio público, motivando y dando el adecuado reconoci-
miento (o, en su caso, la reprobación o sanción) a individuos o equipos. Debe-
rá, asimismo, promoverse la lealtad institucional, el uso eficaz, eficiente y la eco-
nomía en la gestión de los recursos públicos.

Pero la responsabilidad directiva no se centra exclusivamente en el ámbito
de las funciones asignadas a la organización pública; se deberá también pro-
mover la participación, involucración y contribución de ésta a la consecución
del progreso de la sociedad (papel social de la organización) y al progreso de la
cultura y civilización.

Ética del Servicio Público: una reflexión desde el papel del liderazgo
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Por último, los directivos públicos deberán realizar ellos mismos y someter-
se a evaluación, revisión y, en su caso,  acometer las medidas oportunas para me-
jorar la efectividad de su liderazgo tanto político como público dentro de la or-
ganización.

4. CONCLUSIONES

La dimensión ética del directivo público y político es fundamental, más si
cabe, que en el ámbito privado, ya que la concepción democrática de la Ad-
ministración por y para servir a la sociedad implica una serie de exigencias tan-
to desde la sociedad como desde el ámbito individual (obligaciones y requisi-
tos), hacia las personas que encarnan los puestos directivos dentro de la Ad-
ministración y la política.

El impacto de las actuaciones de los líderes, así como de las actividades de
la organización, tiene una gran relevancia sobre la consecución de la sociedad
del bienestar. 

El progreso de la democracia y del funcionamiento de las instituciones en
las que se apoya, requiere la búsqueda continua de una sociedad cada vez más
exigente con su directivos de la Administración pública, a los que se debe pe-
dir responsabilidades (políticas y administrativas) y que asuman responsabili-
dad por los resultados. Asimismo,  dicho sistema democrático deberá prever
los mecanismos de refuerzo y, en su caso de tipo correctivo que sean oportu-
nos, manteniendo y fortaleciendo la salud democrática y la legitimación social
de la administración pública. 

El escenario de la Administración Pública actual nos hace plantearnos
una serie de reflexiones acerca de sus directivos tanto del estamento político
como del profesional:

1. Los directivos de la organización lo son en razón de su capacidad técni-
ca (en la gestión pública y en el ámbito sectorial de actuación), así como
por su especial concienciación e implicación por el servicio público, la
búsqueda del bienestar social y el respeto a la legalidad y compromisos;

2. Los directivos poseen especial sensibilidad  por el servicio público y
una concepción ética de su cargo y son conscientes de la trascen-
dencia e impacto tanto de sus decisiones como de las actuaciones de
la organización pública;
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3. Los directivos transmiten y promueven entre las personas de la or-
ganización un espíritu de servicio público a la sociedad y la orienta-
ción al ciudadano;

4. Los directivos suponen, por su comportamiento ético, un ejemplo
para el resto de la organización;

5. Los directivos de la organización exigen al resto de directivos y
miembros de ésta unos valores y principios éticos en su comporta-
miento y relaciones con los diferentes grupos  de interés;

6. Los directivos aseguran la responsabilidad y la transparencia interna
y externa en la gestión pública y la buena reputación de la organiza-
ción;

7. Los directivos comprenden y dan respuesta a las necesidades y ex-
pectativas de los ciudadanos, personal, proveedores, colaboradores y
sociedad en su conjunto;

8. Los directivos son transparentes y definen de forma clara los objetivos
del personal, así como los objetivos estratégicos de la organización;

9. Los directivos promueven y desarrollan una cultura de la mejora con-
tinua de la calidad del servicio;

10. Los directivos apoyan y participan en actividades realizadas por la or-
ganización dirigidas a su contribución a la sociedad (papel social de
la organización) y al progreso de la cultura y la civilización;

11. Los directivos son accesibles, escuchan, dialogan y dan respuesta a las
personas que integran la organización;

12. Los directivos son receptivos a la crítica;

13. Los directivos garantizan unos valores éticos en la gestión del perso-
nal dentro de la organización y se preocupan por el bienestar de las
personas;

14. Los directivos motivan y dan reconocimiento a individuos o equipos
de los grupos de interés por su contribución a la promoción de los
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valores de servicio público, así como por su lealtad y contribución a
la reputación de la organización;

15. Los directivos ayudan y apoyan a las personas a hacer realidad sus pla-
nes, objetivos y metas, buscando su desarrollo personal y profesional;

16. Los directivos son honestos y transparentes, garantizando el control
y transparencia en la gestión económico-financiera, informando con-
venientemente a todos aquellos grupos con intereses en la misma;

17. Los directivos evalúan, revisan y mejoran la efectividad de su lide-
razgo.
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